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La crisis económica y las políticas de ajuste han aumentado los
roblemas relacionados con la vivienda, como la exclusión residen-
ial, la pobreza energética y los desahucios. Por ello, el impago del
lquiler o de la hipoteca y la pérdida de la vivienda son actualmente
uestiones socialmente relevantes. Entre los an˜os 2008 y 2015 se
niciaron en Espan˜a 646.681 ejecuciones hipotecarias, que gene-
aron 448.324 desahucios, de los que se ejecutaron 286.749 (un
7% fueron viviendas habituales en 2013-2014)1,2. En el periodo
013-2015, un 41,2% de los desahucios fueron por ejecuciones hipo-
ecarias y un 54,3% por impago del alquiler1.
Cientos de miles de familias se han visto afectadas, de manera
irecta o indirecta (por su papel de soporte)3. Sólo en un 39% de las
jecuciones hipotecarias se canceló la deuda mediante la entrega de
a vivienda, generándose situaciones de endeudamiento crónico2.
u causa es principalmente el desempleo, que produce una reduc-
ión sustancial de los ingresos familiares, con una duración de
n˜os, muchas veces con menores dependientes en la familia, que
umenta el riesgo de ruptura familiar y que genera situaciones de
mergencia habitacional4.
esahucios y salud
Estudios en diversos países y momentos demuestran que la pér-
ida de la vivienda habitual conlleva cambios negativos para la
alud física y psicológica de las personas que la sufren, agravándose
n las fases más  avanzadas del proceso y asociado a su duración. Los
esahucios se asocian a un aumento de la ansiedad, la depresión,
l estrés y los problemas de calidad del suen˜o, incluso controlando
or otras condiciones vitales adversas como es el desempleo5–9.
no de los problemas de salud mental más  graves asociado es el
uicidio, con aumentos del riesgo de más  de cuatro veces entre
os afectados10–12. En un estudio reciente se ha encontrado que
n 68,4% de las personas en proceso de desahucio presentan todas
as características de estrés postraumático. Este síndrome afecta a
uienes han pasado por alguna experiencia vital de extrema grave-
ad, y tiene consecuencias duraderas sobre la salud mental3.
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d/4.0/).Los desahucios constituyen una fuente de estrés crónica y
aguda, derivada de sentimientos de inseguridad, culpa y vergüenza,
estigma, miedo y pérdida de control sobre la propia vida, el estatus
social, y el capital social y familiar13,14.
También se ha puesto de maniﬁesto el efecto de los procesos de
desahucio sobre los aspectos físicos de la salud; especíﬁcamente,
se asocian con una peor salud percibida y con un aumento de la
hipertensión y de los problemas cardiacos15,16. Igualmente, aumen-
tan los estilos de vida no saludables, como el consumo de tabaco y
alcohol, y la dieta no saludable, como mecanismos para afrontar el
estrés y el sufrimiento17.
Algunos estudios han explorado diferencias según sexo en esta
situación, asociándose estas diferencias a la construcción social del
género6. En el caso de los nin˜os y las nin˜as, un estudio en Catalun˜a
muestra que el 52% de las personas afectadas tienen menores a su
cargo, y que se ven afectadas la salud y las condiciones escolares y
extraescolares de los y las menores18.
Serían necesarios estudios longitudinales para analizar los efec-
tos de la duración del proceso y los efectos a largo plazo, así como
las diferencias asociadas a contextos socioeconómicos o políticas
de vivienda, sociales y sanitarias diferentes.
En cuanto a Espan˜a, los escasos estudios publicados revelan unos
efectos parecidos a los hallados en estudios internacionales. Los
desahucios afectan a la salud general, física y mental, y a los estilos
de vida, de manera independiente del estatus socioeconómico y de
la situación de empleo. Estos efectos tienden a ser mayores entre
las mujeres, y varían en magnitud en función de la fase del proceso.
También constituye un factor, con independencia del desempleo,
el aumento del riesgo de depresión y de consulta por problemas de
salud mental en los centros de salud de nuestro país9,19,20. Quizás
la diferencia más  llamativa con respecto a los estudios internacio-
nales es la magnitud tan alta de las asociaciones con indicadores de
salud general o mental. Esto puede deberse a la falta de mecanismos
formales de protección, de tipo económico, social y sanitario, en
Espan˜a, lo que se corresponde con que sean las familias y las plata-
formas sociales (como Stop-Desahucios), y no los servicios públicos
formales, el principal soporte para las personas afectadas3.
Elementos para una política de salud públicaEl impacto de la crisis se ha visto magniﬁcado porque el sistema
de vivienda en Espan˜a presenta una serie de características particu-
lares que ayudan a explicar la grave situación por la cual atraviesan
































































saron las diferentes versiones y han aprobado la versión ﬁnal para
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iles de familias. Desde los an˜os 1980, el modelo de producción de
ivienda ha estado dirigido a aumentar los beneﬁcios del sistema
nanciero y ser instrumento de crecimiento económico y de inver-
ión, incentivándose la tenencia en propiedad en detrimento del
lquiler y desregulándose masivamente el uso del suelo21,22. Reﬂejo
e todo ello son el aumento progresivo de la tenencia en propie-
ad, hasta el 85% actual, la escasez de alquiler social (<2% del total
e viviendas) y la alta participación del sector de la construcción e
nmobiliario en la formación del PIB23,24.
Hasta el momento, las respuestas frente a esta crisis de vivienda
o la han logrado solucionar, dado que no se han establecido
uténticos programas de prevención de desahucios, como en otros
aíses25,26. En el an˜o 2012 se aprobó, mediante Real Decreto, un
código de buenas prácticas bancarias»  que incluía medidas como
as daciones en pago negociadas27. Su voluntariedad para los ban-
os y las estrictas condiciones exigidas a las familias para acogerse
 las medidas hicieron que fracasara4. Parecido fue lo que ocurrió
on el Real Decreto 27/2012, que pretendía detener los desalojos
e las familias más  vulnerables28. Posteriormente, la Ley 1/2013
ntrodujo otra serie de medidas, como la ﬂexibilización de las con-
iciones para acogerse a sus beneﬁcios, medidas para paralizar los
esahucios en algunos casos, la limitación de los intereses deriva-
os del retraso del pago de la hipoteca, etc29. Todas estas medidas
penas han modiﬁcado el número de ejecuciones hipotecarias en
span˜a, que varían en función de la marcha de la economía. No obs-
ante, recientemente han surgido experiencias prometedoras desde
os movimientos sociales, como el caso de la iniciativa legislativa
opular convertida en Ley en Catalun˜a, cuyos resultados todavía no
ueden evaluarse30.
Por otro lado, algunos países europeos han adoptado medidas
n diversos aspectos, como en los procedimientos de conciliación,
os procesos de mediación, la modiﬁcación de los términos del prés-
amo (como las moratorias de hasta 2 an˜os en el caso de Francia o
a extensión de los plazos de pago en Chipre), el tiempo mínimo de
mpago (12 meses en Irlanda), las ayudas públicas directas (como
 los desempleados en el Reino Unido), y la provisión de asesoría
egal a los afectados en numerosos países31.
En Espan˜a es urgente e imperativo desarrollar un abordaje
esde la salud pública. Como muestran la evidencia cientíﬁca y
a información disponible sobre nuestro país, los desahucios son
n problema de gran magnitud, que afecta a la salud de la mayo-
ía de las personas que los padecen, y agravado porque además
fectan a una gran cantidad de menores, necesitados de especial
rotección. Asimismo, se afectan gravemente diversos aspectos
e la salud física y mental, aumenta de manera signiﬁcativa el
iesgo de suicidio y sus consecuencias podrían croniﬁcarse. Todo
llo debería resultar en una respuesta proporcional por parte de
as administraciones sanitarias a la situación tan perjudicial para
a salud poblacional que suponen, como demandan los principios
enerales de acción en salud pública que establece la Ley General de
alud Pública32. Están disponibles los instrumentos necesarios para
arantizar la protección de la salud, como establece la Constitución
span˜ola. La Ley de Medidas Especiales de 1986 faculta a las
utoridades sanitarias para adoptar medidas de control sobre aque-
las actuaciones que supongan un peligro para la salud de la
oblación33. La más  reciente Ley General de Salud Pública en vigor
mplía a los determinantes económicos y sociales esta facultad de
ntervención, por lo que podrán dirigirse acciones y políticas pre-
entivas sobre estos determinantes, y adoptarse medidas de control
omo la suspensión de actividades «si existen indicios racionales
e riesgo para la salud». Todo ello, basándose además en los prin-
ipios de pertinencia, salud en todas las políticas y precaución que
stablece dicha norma.
En Espan˜a contamos con un entramado nacional y autonómico
e carácter legal, de estrategias, planes y programas, que permiten
bordar esta emergencia sanitaria de una forma robusta.nit. 2016;30(4):239–241
Como mínimo, debe establecerse una vigilancia epidemiológica
que permita monitorizar el problema e identiﬁcar factores útiles
para la protección, la prevención y la reducción de dan˜os; también,
protocolos de actuación que ayuden y guíen a los profesionales que
les dan atención sanitaria de primera línea, junto con programas de
formación adecuados, particularmente en atención psicológica. Es
obvio que se necesita una estrategia de salud mental que vaya más
allá del simple tratamiento farmacológico para las personas afec-
tadas. La atención psicológica a los problemas de salud en nuestro
sistema sanitario es muy  insuﬁciente, lo que genera una enorme
desigualdad social en el acceso a la salud mental para los colecti-
vos que, como los desahuciados, se encuentren en una situación de
grave deprivación económica. Urge, por tanto, hacer accesible este
tipo de atención con unas garantías y una calidad similares a las del
resto de la atención sanitaria.
Debería haber una estrategia dirigida a los/las menores afecta-
dos/as, dada su vulnerabilidad; cuando menos, ayudar a los padres
y las madres y los/las educadores/as a manejarse en esta situación.
Además, son necesarios programas de educación para la salud, dado
que estas personas modiﬁcan sus estilos de vida. Y todo ello, con
una clara perspectiva de género.
Por último, sería adecuado promover la investigación sobre los
efectos que ha tenido y tiene la crisis en la salud, en Espan˜a, para
facilitar medidas de protección eﬁcaces, y una estrategia de comu-
nicación social que ayude a que las personas que viven el desahucio
con vergüenza y estigma social acudan a buscar ayuda a los servicios
sanitarios y sociales, o a las plataformas activas en su comunidad.
Desde el punto de vista de la vivienda como determinante,
reducir la magnitud y el impacto de los desahucios pasa por la apro-
bación de la «dación en pago»; la aplicación de medidas de segunda
oportunidad y establecer una regulación efectiva del crédito hipo-
tecario y de protección al consumidor, como las existentes en otros
países; garantizar el realojamiento de las familias más vulnerables;
promover el alquiler como tipo de tenencia asequible y estable, y
aumentar la oferta de alquiler social.
Los desahucios pueden servir como tema de reﬂexión y análisis
acerca del papel de la salud pública respecto a los determinan-
tes sociales de la salud. Al menos deberían adoptarse estrategias
y acciones que se correspondan con la salud pública que espera y
merece la ciudadanía de un país europeo en el siglo xxi.
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